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I - INTRODUCCIÓN

Para poder desarrollar un funcionamiento fluido y armónico 
en los procesos administrativos abordaremos entre otros temas el 
régimen disciplinario aplicable a los empleados públicos de la Pro-
vincia de Santa Cruz. Circunscribiéndonos en un primer momento 
al expediente de cesantía por abandono de servicio.

La potestad disciplinaria, específicamente, encuentra su fun-
damento en la preservación y autoprotección de la organización 
administrativa y el cumplimiento, por parte de sus agentes, de los 
deberes y obligaciones que el ordenamiento jurídico les impone.

En lo que respecta a la aplicación de sanciones por parte 
de la administración, diremos que ésta debe realizarse, ineludi-
blemente, a través de un procedimiento administrativo disciplina-
rio, que variará conforme los tipos de faltas y la entidad de las 
mismas, debiendo observarse en todos los casos las reglas del 
debido proceso y la defensa en juicio1. 

El principio rector en esta materia, es la necesidad de la sus-
tanciación de una investigación sumaria previa a la aplicación de 
las sanciones correspondientes. 

Dentro del elenco de sanciones disciplinarias existen: a)- las 
de tipo correctivas (apercibimiento y suspensión) son de carácter 
preventivo y tienen por objeto advertir al agente en forma expre-
sa o implícita del riesgo de recibir una sanción más grave frente 
a un nuevo incumplimiento; para su aplicación no es necesaria 
la sustanciación de sumario administrativo previo; b)- expulsivas, 
(Cesantía y Exoneración): se caracterizan por extinguir la relación 
laboral, y se tramitan por sumario administrativo, expediente direc-
to (abandono de servicio).

La Constitución de la Provincia de Santa Cruz en el Art°. 124 

1 Hace referencia a que no se puede administrativamente aplicar 
ninguna sanción disciplinaria sin que antes el agente inculpado pueda 
tener cabal conocimiento de las actuaciones administrativas en las que 
se le formule un reproche disciplinario, hacerle conocer éste con preci-
sión, probar lo que estime hace a su derecho y formular su descargo, 
de este modo defender sus intereses en forma efectiva.-
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crea el Honorable Tribunal Disciplinario, órgano colegiado pionero 
y único en todo el país, cuya misión será la de garantizar los de-
rechos de los trabajadores de la Administración Pública Provincial 
que pudieran verse sometidos a procesos sujeto a sanciones de 
cesantía o exoneración. 

El proceso administrativo sancionador ante el Honorable Tri-
bunal Disciplinario Provincial se rige por la ley provincial N° 1615.

Tras todo lo dicho, resultando de fundamental importancia 
el estudio del régimen administrativo y disciplinario provincial, se 
persigue capacitar a los agentes estatales convocados, profun-
dizando en la reflexión teórico-práctica, en la escucha y en las 
propuestas que hacen a los nuevos desafíos para una Buena Ad-
ministración.

En síntesis: con esta actividad se pretende elevar la calidad 
institucional de la gestión, la que necesariamente reclama avan-
zar tomada de la mano de una Justicia Social auténtica, efectiva, 
y por sobre todas las cosas, cercana al pueblo trabajador de la 
Provincia de Santa Cruz.-
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II - MARCO CONCEPTUAL

“Los principios son las líneas maestras, el gran norte, las 
directrices magnas del sistema jurídico. Muestran los caminos a 
ser seguidos por toda la sociedad y obligatoriamente perseguidos 
por los órganos del gobierno (poderes constituidos). 

“Ellos expresan la sustancia última del querer popular, sus 
objetivos y designios, las líneas maestras de la legislación, de la 
administración y de la jurisdicción. Por éstas no pueden ser con-
trariados, tienen que ser prestigiados hasta las últimas conse-
cuencias.

El sistema jurídico consiste, por tanto, en un conjunto arti-
culado y coherente de principios y normas que se interrelacionan 
intensamente, siendo virtualmente imposible una buena y correc-
ta interpretación de cualquier mandamiento aisladamente, fuera 
o con abstracción del contexto al que necesariamente pertenece. 

Resulta de lo expuesto que un principio jurídico es inconce-
bible en estado de aislamiento, él se presenta siempre relaciona-
do con otros principios y normas que le dan equilibrio y proporción 
y le reafirman su importancia. 

Que siendo la C.N. nuestra norma madre, la que nos define 
como Nación, el presupuesto y fundamento de las demás, no po-
demos aceptar contradicciones con parte alguna del ordenamiento 
derivado y construido a partir de su férreo basamento ideológico. 

Así partimos del Preámbulo cuando declara que su misión 
es “afianzar la justicia”, luego el art. 14 bis derechos laborales; 
el art.17 derecho de propiedad, art.18 principio de inocencia-
inviolabilidad de la defensa, el 19 la privacidad y a su turno 
toda la batería de tratados internacionales de Derechos Humanos, 
incorporados desde la reforma de 1994. 

El alto objetivo de afianzar la justicia se constituye en una 
misión-obligación de todos los poderes del Estado de Derecho 
que deben someter su actuación a ese cúmulo de reglas y normas 
que vienen a ser la versión laica de la Biblia cual es la C.N. 
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De los principios del Derecho Administrativo
(discrecionalidad y arbitrariedad):

Son estos principios de suma importancia para el correcto 
funcionamiento de la administración en la búsqueda del interés 
público. 

¿Que entendemos por discrecionalidad y su contra cara, la 
arbitrariedad? 

Es así que el elemento que permite analizar si nos encontra-
mos frente al legítimo ejercicio de la discrecionalidad o bien ante 
un supuesto de arbitrariedad no es más ni menos que la MOTI-
VACIÓN, siendo ésta la justificación de una decisión como de-
mostración de que no es el simple fruto de la mera voluntad o del 
capricho de quien la adopta sino el resultado consciente de una 
elección racional sostenida por razones objetivas consistentes 
con la realidad y por ello externamente verificables. 

Es así que para obtener el concepto de discrecionalidad o 
poder de elección debemos observar que el derecho está casi 
siempre indeterminado, es decir en mayor o menor medida esti-
pulan las normas las conductas a realizar y esta medida es inver-
samente proporcional a la discrecionalidad que poseen las autori-
dades que deben aplicarlas. Así las normas no pueden regular en 
todos sus detalles el acto por el cual deben ser aplicadas dejando 
un margen más o menos amplio de libre apreciación siendo éste 
el correcto sentido de discrecionalidad. 

La DISCRECIONALIDAD es entonces una especie de dele-
gación en los casos en que el legislador no puede prever ab initio 
las variadísimas circunstancias de todo tipo en que la norma debe 
ser aplicada y en consecuencia no tiene más remedio que facul-
tar a las autoridades administrativas a que elijan en cada caso y 
según las circunstancias la solución que estimen más adecuadas. 
Esto no quita que la norma superior contenga guías generales 
para la determinación de la mejor solución. Se valida entonces el 
acto administrativo discrecional siempre y cuando tenga funda-
mento en una norma superior que lo sustenta. 

La IRRAZONABILIDAD como acto contrario a la razón, 
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producto de la mera voluntad o capricho del funcionario “acto o 
proceder contrario a la justicia, la razón o las leyes dictado 
solo por la voluntad o capricho” (Cfr. Diccionario de la Real 
Academia). Así tenemos que el concepto es muy amplio y abar-
ca lo injusto, irrazonable e ilegal, fundado en la sola voluntad del 
funcionario. Lo irrazonable es una actividad contraria a la razón y 
como tal absurda o contradictoria en el plano lógico. 

La discrecionalidad es un concepto que permite elegir entre 
varios caminos legales y legítimos uno de ellos, es así que viene 
a ser el accionar ajustado a las reglas y principios (C.N. y sus 
derivados), lo que podemos comparar como la posibilidad de ajus-
tándonos a las reglas por ejemplo del futbol, el entrenador haga 
jugar a su equipo con once jugadores de la manera que considere 
más efectivas para sus intereses deportivos, pero no por ello tiene 
la posibilidad de incluir a 13 jugadores en la cancha, ni de ordenar 
que más de uno pueda jugar con las manos lo que sería lisa y lla-
namente ARBITRARIEDAD. 

En cuanto al principio constitucional de razonabilidad como 
fundamento de la prohibición de arbitrariedad administrativa, pue-
de verse que la doctrina ha sostenido, en forma pacífica, que se 
funda en el precepto contenido en el art. 28 de la CN, fórmula 
original de la Constitución argentina, que estatuye que: “Los prin-
cipios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores 
artículos no podrán ser alterados por las leyes que reglamen-
ten su ejercicio”. 

Cabe advertir, por otra parte, que la alteración de la Cons-
titución implica, en principio, una irrazonabilidad de esencia, por 
cuanto el acto administrativo contradice o no guarda proporción 
con el texto o los fines que persiguen los principios y garantías 
constitucionales, lo mismo acontece cuando el acto administrativo 
exhibe una desproporción entre las medidas que involucra y la 
finalidad que persigue. En definitiva, la proporcionalidad integra el 
concepto de razonabilidad que, como se ha visto, es más amplio. 
La ausencia de proporción hace que el acto carezca de razón su-
ficiente convirtiéndose en un acto afectado de irrazonabilidad (una 
de las formas de la arbitrariedad), siendo pasible de la tacha de 
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inconstitucionalidad. 
La motivación —en cuanto expresión de las razones y fines 

que llevan a la Administración a emitir el acto administrativo— (que 
además debe consignar los antecedentes de hecho y de derecho) 
constituye un requisito de forma esencial para la validez del acto 
administrativo en la medida que traduce su justificación racional al 
plano exterior. 

En las decisiones o elementos discrecionales de los actos 
que dicta la Administración la obligatoriedad de la motivación obe-
dece a dos razones fundamentales. La primera, permite deslindar 
la discrecionalidad de la arbitrariedad, ya que al no haber motiva-
ción el acto administrativo aparece, en el mundo jurídico, “como 
un producto de la sola y exclusiva voluntad del órgano que lo dicta, 
lo que resulta incompatible con el Estado de Derecho”, que es go-
bierno del derecho y no de los hombres. La segunda razón, tiene 
que ver con la tutela judicial efectiva y, más precisamente, con la 
garantía de la defensa (art. 18 CN), pues si el acto no se encuen-
tra motivado, el particular se halla impedido de ejercer las facul-
tades que integran el llamado debido proceso adjetivo (derecho a 
ser oído, a ofrecer y producir pruebas y a una decisión fundada). 

En tal sentido, la Administración se encuentra obligada, bajo 
sanción de nulidad absoluta, a proporcionar las razones por las 
cuales optó por una decisión entre dos o más posibles. En rigor, la 
motivación de las decisiones discrecionales es una garantía que 
hace al cumplimiento de los fines de interés público, que persigue 
la Administración y que deben exteriorizarse al momento de emi-
tirse el acto administrativo. No cabe admitir la motivación contex-
tual, es decir, la que surge del expediente (formalidades previas) 
ni tampoco la que se produce ex post facto. Si la Administración 
pudiera motivar el acto a posteriori se desvirtuaría la exigencia y la 
consecuente garantía, además de la afectación en que se incurri-
ría con relación al principio de eficacia. 

En cuanto a la norma constitucional que prohíbe la arbitra-
riedad, nos remitimos también al art. 19 de la C.N. que contiene 
dos mandatos, el primero “Las acciones privadas de los hombres 
que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública ni per-
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judiquen a un tercero, están solo reservadas a Dios y exentas de 
la autoridad de los magistrados”, mientras que el segundo dispone 
“Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no 
manda la ley ni privado de la que ella no prohíbe”. 

Así tenemos que se consagra la interdicción de cualquier 
magistrado (ya sea autoridades administrativas, legislativas o ju-
diciales) para dictar actos administrativos, regular conductas ge-
nerales o juzgar personas inmiscuyéndose en lo que el artículo 
denomina acciones privadas de los hombres. 

Que la segunda parte del art. 19 se refiere a las acciones 
exteriores o esfera pública de las personas y contiene un mandato 
dirigido a la Administración como al Juez en forma implícita, ya 
que si nadie se encuentra obligado a hacer lo que la ley no man-
da es porque los funcionarios (en el caso Administrativos) tienen 
prohibido dictar órdenes o emitir actos administrativos contrarios 
a las leyes positivas, a la razón o a la justicia. Éste principio cons-
titucional no se halla suficientemente destacado en nuestro dere-
cho y es indudablemente una pieza fundamental en la protección 
de las libertades. Como raíz histórica se encuentra el art. 5 de la 
Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano que es-
tablece “La ley solo tiene el derecho de prohibir las acciones 
perjudiciales para la sociedad. Todo aquello que no esté pro-
hibido por la ley no puede ser impedido, y nadie está obligado 
a hacer lo que la ley no ordene”. Entonces es evidente que si 
nadie está obligado a hacer lo que la ley o el derecho no mandan, 
la Administración no puede ordenar conductas contrarias a la ley 
ni al derecho ni mucho menos privar de lo que la ley o el derecho 
en sentido amplio no prohíbe. En otros términos, al estar la Admi-
nistración sujeta a la ley y al derecho, “el precepto contiene la 
regla de la prohibición de arbitrariedad que se configura así 
como un principio general del derecho público”.

La Motivación en el procedimiento administrativo:
Entiéndase ésta como la expresión de las razones y fines 

que llevan al órgano decisor a emitir su voluntad (acto administra-
tivo). Debe consignar necesariamente los antecedentes de hecho 
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y el derecho aplicable como requisito esencial de validez en la me-
dida que lo justifica. Esto obedece a dos razones, primero permite 
deslindar la discrecionalidad de la arbitrariedad ya que al no haber 
motivación, o ser ésta escasa, la decisión resulta incompatible con 
el Estado de Derecho. La segunda razón estriba en la garantía 
de la defensa (art.18 C.N.) ya que si el acto no se encuentra mo-
tivado el afectado se halla impedido del debido proceso adjetivo 
(derecho a ser oído, a ofrecer y producir pruebas y a una decisión 
fundada). Es entonces una garantía que hace al cumplimiento de 
los fines de interés público que debe exteriorizarse al momento de 
emitirse el acto administrativo. 

Que todo lo dicho guarda estrecha relación con la Razona-
bilidad como principio aplicable. Este implica un límite a las po-
testades introduciendo la necesidad de medios adecuados y pro-
porcionales para lograr el interés público. Se trata de una garantía 
constitucional que exige que la actuación estatal guarde una pro-
porcionalidad entre el medio escogido y el fin propuesto. 

El de proporcionalidad es un principio que presupone una 
concepción constitucional, de raigambre política y moral sobre la 
protección de los derechos fundamentales poniendo límite al po-
der. El debido proceso adjetivo consiste en las formas que deben 
cumplirse para que la actuación sea válida, mientras que el sus-
tantivo presupone esto y tiende a que no se afecte indebidamente 
derechos constitucionales. 

 
La estabilidad del Empleo Público:

Como garantía, tiende a asegurar que no será despedido 
sino media justa causa acreditada por vía administrativa o judicial.

Si bien es necesario aclarar que existen diversas manifes-
taciones de trabajo público en cuanto a su objeto, caracterización 
y fines, y que por ello pueden tener una regulación especial y di-
ferenciada, todos necesariamente caen dentro del concepto de 
Trabajadores Públicos y por lo tanto gozan de las garantías del 
art. 14 bis. 

En la relación de empleo público deben siempre estar pre-
sentes dos conceptos, la Estabilidad y la Idoneidad. 
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“La Idoneidad supone un conjunto de requisitos de distinta 
naturaleza que pueden ser estatuidos por la ley o el reglamento, 
no se trata de una cualidad abstracta sino concreta que ha de ser 
juzgada con relación a la diversidad de las funciones y empleos, 
pauta cuya aplicación se impone bajo el principio rector del art. 
16 de la C.N. a favor del reconocimiento pleno de los derechos 
de todos los habitantes, incluido el ejercicio de su profesión” Cfr. 
Fallos 321:194, 1998. 

Es una exigencia constitucional que impone que para la con-
creción y subsistencia del contrato de empleo público el candidato 
a cubrir un puesto o empleado de la administración tenga las ap-
titudes necesarias (físicas y técnicas) para desarrollar acabada-
mente la labor encomendada. 

Del derecho Administrativo Sancionador o D.A.S. 
Debemos afirmar en principio que el DAS, es una parcela del 

derecho público que se encuentra dentro del Derecho Administra-
tivo, pero que por su particularidad posee características propias, 
con principios que le son propios y que comparten en cuanto a 
su aplicación con los de derecho penal adjetivo y sustantivo. Di-
cho esto, que se volverá a repetir en otro capítulo, debemos hacer 
referencia a la ley de Procedimientos Administrativos 1260 y 
su decreto reglamentario 181 que constituyen la normativa apli-
cable cuando la administración debe actuar de cualquier manera 
(procedimientos).

El art. 1 en su primer párrafo establece el ámbito de aplica-
ción de la ley, definiendo que los procedimientos establecidos en 
ella serán de aplicación a toda la administración pública centraliza-
da y descentralizada, con lo que abarca también a los municipios, 
comisiones de fomento y cualquier órgano estatal. A éstos, le suma 
a los entes descentralizados y autárquicos que poseen personería 
jurídica propia, pero que son creados por el Estado para el cum-
plimiento de sus fines y sujetos a su tutela y su sostén económico. 

 En su parte final excluye a los organismos de seguridad 
y remite a los principios o requisitos que gobiernan la actuación 
estatal.
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Requisitos generales: Impulsión e Instrucción de oficio

a) Impulsión e instrucción de oficio. Sin perjuicio de la parti-
cipación de los interesados en las actuaciones. 

Nos encontramos con el primer principio expresado en la 
ley, que coloca en cabeza de la administración la obligación de 
impulsar por si misma a los expedientes que haya iniciado, ins-
truyéndolos de oficio, es decir sin requerimiento de parte alguna, 
debiendo entonces actuar oficiosamente. 

Celeridad, economía, sencillez y eficacia en los trámites.
Pone en cabeza de la administración la obligación de actuar 

lo más rápido posible y que esta actuación sea de forma econó-
mica, sencilla y eficaz en la búsqueda de la correcta actuación de 
la burocracia estatal. Se trata de un objetivo que debiera de ser 
buscado por cada uno de los funcionarios del Estado en cuanto a 
su nivel de actuación. 

Informalismo 
El informalismo, es un principio aplicable al administrado, 

es decir que en principio no se puede exigir al interesado en el 
trámite que realice sus presentaciones de tal o cual manera, siem-
pre y cuando estas formas no sean esenciales. Se refiere a que 
sus escritos deben ser por lo menos legibles, estar redactados en 
español y que guarden alguna coherencia que pueda permitir al 
órgano establecer cuál es la pretensión del interesado. 

No se puede negar la posibilidad de ingresar sus pretensio-
nes, por más que éstas adolezcan de fallas. Si las fallas son muy 
graves, debe la administración informar al administrado sobre es-
tos extremos y otorgarle un plazo para su corrección. 

Días y horas hábiles - Los plazos 
Se establece cual es la forma de computar los plazos, los 

que correrán en días y horas que normalmente el órgano de la 
administración pública permanece abierto y con atención al pú-
blico como principio general, estableciendo como excepción (que 
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jamás podrá ser oponible al administrado que no la consienta o no 
la conozca) que de oficio o a petición de parte, se puedan habilitar 
día y hora inhábil. De la misma forma establece que la sujeción 
a los plazos es obligatoria para las partes, lo que es de la mayor 
importancia, pues casi siempre desde la Administración se realiza 
un culto a los plazos obligatorios para el Administrado, más no así 
a los que sujetan la actuación del órgano. En algunas ocasiones y 
de manera errónea, se ha afirmado que los plazos son “ordenato-
rios” para el Estado, lo que no dice la ley siendo clara en el sentido 
contrario; SON PERENTORIOS.

Se comienzan a contra al día siguiente de la notificación ha-
ciendo la remisión al Código Civil. 

Cuando no existiere un término establecido, se establecen 
DIEZ días. 

Debido proceso adjetivo 
Es un principio de los más importantes, ya que se trata de 

una consecuencia natural del art. 18 de la C.N. Establece que la 
actuación de la administración debe ajustarse al orden jurídico su-
pra legal. En especial: 

Derecho a ser oído 
Se establece la obligatoriedad a cargo de la administración 

de admitir, antes de la emisión de un acto, cualquier tipo de plan-
teo, pretensión o defensa por parte del sujeto en cuanto éstos 
hagan al interés del asunto. En especial la posibilidad de que sea 
patrocinado y representado por una profesional. Este patrocinio es 
obligatorio en cuanto se planteen o debatan cuestiones jurídicas. 

Esta última oración, creemos que podría haber tenido como 
objeto que la Administración a fin de no dejar en estado de inde-
fensión al sujeto se encuentra con la necesidad de designar a un 
“defensor de oficio” para que se haga cargo de la representación 
del administrado. 

Derecho a ofrecer y producir pruebas 
Como hemos dicho, el concepto de Debido Proceso Adjeti-
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vo que debe guiar la actuación del Ente impone la necesidad de 
que en todas las actuaciones se busque la VERDAD REAL, no 
la VERDAD FORMAL. Esto establece una gran diferencia, pues 
incorpora la obligatoriedad de recepcionar pruebas de descargo 
en cuanto exista un hecho controvertido. 

Derecho a una decisión fundada 
Como colofón del art. se hace referencia a la obligatorie-

dad de fundamentar acabadamente la expresión de voluntad del 
Estado. Que dicha fundamentación se haga en consonancia con 
lo realmente probado en el expediente y teniendo en cuenta las 
proposiciones incorporadas por el Administrado que hagan a su 
defensa material y jurídica en su caso. 
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III - MARCO NORMATIVO

PREÁMBULO DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL 
 
Nos los representantes del pueblo de la Nación 

Argentina, reunidos en Congreso General Constituyen-
te por voluntad y elección de las provincias que la com-
ponen, en cumplimiento de pactos preexistentes, con el 
objeto de constituir la unión nacional, afianzar la justicia, 
consolidar la paz interior, proveer a la defensa común, 
promover el bienestar general, y asegurar los beneficios 
de la libertad, para nosotros, para nuestra posteridad, y 
para todos los hombres del mundo que quieran habitar en 
el suelo argentino: invocando la protección de Dios, fuen-
te de toda razón y justicia: ordenamos, decretamos y es-
tablecemos esta Constitución para la Nación Argentina.

 
PRIMERA PARTE

Capítulo Primero Declaraciones, Derechos y Ga-
rantías. 

 
Artículo 5- Cada provincia dictará para sí una Cons-

titución bajo el sistema representativo republicano, de 
acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de 
la Constitución Nacional; y que asegure su administración 
de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. 
Bajo de estas condiciones, el Gobierno federal, garante 
a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones. 

 
Artículo 14- Todos los habitantes de la Nación go-

zan de los siguientes derechos conforme a las leyes que 
reglamenten su ejercicio; a saber: De trabajar y ejercer 
toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar 
a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir 
del territorio argentino; de publicar sus ideas por la pren-
sa sin censura previa; de usar y disponer de su propie-
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dad; de asociarse con fines útiles; de profesar libremente 
su culto; de enseñar y aprender. 

 
Artículo 14 bis- El trabajo en sus diversas formas 

gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán 
al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor; 
jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retri-
bución justa; salario mínimo vital móvil; igual remunera-
ción por igual tarea; participación en las ganancias de las 
empresas, con control de la producción y colaboración en 
la dirección; protección contra el despido arbitrario; esta-
bilidad del empleado público; organización sindical libre 
y democrática reconocida por la simple inscripción en un 
registro especial. 

Queda garantizado a los gremios: Concertar con-
venios colectivos de trabajo; recurrir a la conciliación y 
al arbitraje; el derecho de huelga. Los representantes 
gremiales gozarán de las garantías necesarias para el 
cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas 
con la estabilidad de su empleo. El Estado otorgará los 
beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de 
integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el 
seguro social obligatorio, que estará a cargo de entida-
des nacionales o provinciales con autonomía financiera y 
económica, administradas por los interesados con parti-
cipación del Estado, sin que pueda existir superposición 
de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protec-
ción integral de la familia; la defensa del bien de familia; 
la compensación económica familiar y el acceso a una 
vivienda digna. 

 
Artículo 16- La Nación Argentina no admite prerro-

gativas de sangre, ni de nacimiento: No hay en ella fue-
ros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes 
son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin 
otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base 
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del impuesto y de las cargas públicas. 
 
Artículo 18- Ningún habitante de la Nación puede 

ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al he-
cho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, 
o sacado de los jueces designados por la ley antes del 
hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar 
contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden es-
crita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en 
juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es in-
violable, como también la correspondencia epistolar y los 
papeles privados; y una ley determinará en qué casos y 
con qué justificativos podrá procederse a su allanamiento 
y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de 
muerte por causas políticas, toda especie de tormento y 
los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y lim-
pias, para seguridad y no para castigo de los reos deteni-
dos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución 
conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquella exija, 
hará responsable al juez que la autorice. 

 
Artículo 19- Las acciones privadas de los hombres 

que de ningún modo ofendan al orden y a la moral públi-
ca, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a 
Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Nin-
gún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que 
no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe. 

 
Artículo 28- Los principios, garantías y derechos 

reconocidos en los anteriores artículos, no podrán ser al-
terados por las leyes que reglamenten su ejercicio. 

 
Artículo 31- Esta Constitución, las leyes de la Na-

ción que en su consecuencia se dicten por el Congreso 
y los tratados con las potencias extranjeras son la ley su-
prema de la Nación; y las autoridades de cada provincia 
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están obligadas a conformarse a ella, no obstante cual-
quiera disposición en contrario que contengan las leyes 
o Constituciones provinciales, salvo para la Provincia de 
Buenos Aires, los tratados ratificados después del pacto 
del 11 de noviembre de 1859. 

 
Artículo 33- Las declaraciones, derechos y garan-

tías que enumera la Constitución, no serán entendidos 
como negación de otros derechos y garantías no enume-
rados; pero que nacen del principio de la soberanía del 
pueblo y de la forma republicana de gobierno. 

 
 

CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SANTA CRUZ 
 

SECCIÓN PRIMERA
Declaraciones, Derechos, Deberes y Garantías 

 
Artículo 1.- La Provincia de Santa Cruz, con los 

límites que por derecho le corresponden, es parte indes-
tructible e inseparable de la Nación Argentina. La Consti-
tución Nacional y las leyes nacionales que en su confor-
midad se dicten son su ley suprema. Para el libre ejercicio 
de los poderes y derechos no delegados expresamente a 
la Nación, se organiza de acuerdo a la forma representa-
tiva y republicana.- 

 
Artículo 3.- Todos los habitantes de la Provincia de 

Santa Cruz gozarán en ella de los derechos y garantías 
que la Constitución Nacional otorga, los que serán asegu-
rados por los poderes provinciales.- 

 
Artículo 5.- No se admitirán otras inhabilitaciones 

para el ejercicio de la función pública o gremial, que las 
que surjan de esta Constitución y las que se funden en 
sentencia judicial.- 
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Artículo 8.- La enumeración y reconocimiento de 
derechos que contiene esta Constitución expresamente, 
o implícitamente por contenerlos la Nacional, no impor-
tan denegación de los demás que deriven de la condición 
natural del hombre, de la forma democrática de gobierno 
y de la justicia social.- 

 
Artículo 9.- Toda norma legal o administrativa de-

berá sujetarse al principio de igualdad civil y a los de-
rechos y deberes de solidaridad humana, y asegurar el 
goce de la libertad personal, el trabajo, la propiedad y la 
honra. Nadie puede ser privado de esos derechos, sino 
mediante sentencia fundada en ley, aplicada por Juez 
competente.- 

 
Artículo 15.- Los Jueces prestarán amparo a todo 

derecho reconocido por la Constitución Nacional y ésta, y 
si no hubiera reglamentación o procedimiento legal, arbi-
trará a ese efecto trámites breves.- 

 
Artículo 17.- Toda ley, decreto u orden contrarios a 

los principios, derechos o garantías que esta Constitución 
consagra, no podrán ser aplicados por los Jueces. Todo 
individuo que por tales leyes, decretos u órdenes sea 
lesionado en sus derechos, tiene acción civil para pedir 
indemnización por los perjuicios que se le hayan causa-
do, contra el empleado, funcionario o mandatario que los 
hubiera dictado, autorizado o ejecutado.- 

 
Artículo 18.- Siempre que una ley u ordenanza im-

ponga a un funcionario o corporación pública de carácter 
administrativo un deber expresamente determinado, todo 
aquel en cuyo interés deba ejecutarse el acto, o sufriere 
perjuicio material, moral o político, por falta de cumpli-
miento del deber, puede demandar ante los Tribunales su 
ejecución inmediata y el Tribunal, previa comprobación 
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sumaria de la obligación legal y del derecho del recla-
mante, dirigirá al funcionario o corporación un manda-
miento de ejecución.- 

 
Artículo 21.- Nadie puede ser perseguido más de 

una vez por un mismo delito, ni bajo pretexto alguno po-
drán suscitarse de nuevo pleitos terminados con senten-
cia ejecutoriada.- 

 
Artículo 32.- La idoneidad será la única condición 

para el desempeño de cargos y empleos públicos, que-
dando expresamente prohibido exigir para ello afiliación 
política alguna. Ningún empleado de la Provincia o de las 
Municipalidades, con más de seis meses de servicio, po-
drá ser separado de su cargo mientras dure su buena 
conducta, sus aptitudes físicas o mentales y su contrac-
ción eficiente a la misión encomendada, a excepción de 
aquellos para cuyo nombramiento o cesantía se hayan 
previsto por esta Constitución o las leyes, normas espe-
ciales. En cualquier caso en que fueran dados de baja 
sin reunirse los recaudos previstos en esta Constitución, 
podrán demandar judicialmente la reposición en el cargo 
o la indemnización que la ley determine.- 

 
Artículo 33.- Una ley reglamentará la garantía del 

artículo anterior, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
sobre Tribunal Disciplinario, y asegurará el sueldo y sala-
rio mínimo para los empleados públicos.- 

 
Artículo 63.- El convenio colectivo, realizado libre-

mente por las partes interesadas, regirá el régimen de las 
condiciones de trabajo, no pudiendo la Provincia interve-
nir sino por intermedio del Departamento Provincial del 
Trabajo, en caso de desacuerdo o conflicto irremediable.- 

 
Artículo 119.- El Gobernador es el Jefe de la Admi-
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nistración Provincial, la representa en todos sus actos y 
tiene las siguientes atribuciones y deberes: ..................5)
Nombrar y remover a los empleados de la Administración 
de acuerdo a la ley que se dicte sobre escalafón y estabi-
lidad y a lo dispuesto en los artículos 32, 33 y 124 de esta 
Constitución.8)Tomar todas las medidas necesarias para 
hacer efectivos los derechos, deberes y garantías de esta 
Constitución, y para el buen orden de la Administración 
y los servicios, en cuanto no sean atribuciones de otros 
poderes o autoridades creadas por esta Constitución.- 

CAPITULO V - Del Tribunal Disciplinario 
 
Artículo 124.- Para la disciplina de la administra-

ción pública se organizará por ley un Tribunal Discipli-
nario. Ningún empleado público será declarado cesante 
ni exonerado sino por resolución de este Tribunal. Sus 
miembros serán nombrados por el Poder ejecutivo con 
acuerdo de la Cámara, salvo uno que lo será a propuesta 
del Partido Político que constituya la primera minoría en 
la Provincia.- 

 
LEY 1615 CONSTITUCIÓN Y JURISDICCIÓN DEL TRI-
BUNAL DISCIPLINARIO 

 
Artículo 1°.- El Tribunal Disciplinario de la Admi-

nistración Pública Provincial, con asiento en la ciudad de 
Río Gallegos, conocerá en todas las cuestiones que sean 
sometidas a su decisión, vinculadas con las atribuciones 
que le otorga el Artículo Nº124 de la Constitución Provin-
cial y de aquellas que se le confieran en la presente Ley.- 

 
Artículo 2°.- El Tribunal Disciplinario quedará com-

puesto por cinco (5) miembros, integrado de la siguien-
te manera: Tres (3) miembros nombrados por el Poder 
Ejecutivo, con acuerdo de la Honorable Cámara de Di-
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putados.- Un (1) miembro designado a propuesta de la 
entidad gremial más representativa de los empleados de 
la Administración Pública Provincial, con acuerdo de la 
Honorable Cámara de Diputados.- Un (1) miembro de-
signado a propuesta del partido político que constituya 
la primera minoría política.- El Poder Ejecutivo Pondrá 
uno de los cargos un (1) titular y un (1) suplente, éstos 
últimos para actuar solamente en caso de excusaciones, 
recusaciones, vacancia o ausencia de los titulares. La pri-
mera minoría deberá, al igual que la entidad gremial que 
agrupe a los agentes, indicar los suplentes para el caso 
previsto precedentemente, los cuales deberían ser desig-
nados de la misma forma que los titulares”.- 

  
Artículo 18°.- Finalizadas las actuaciones adminis-

trativas por el sumariante, éste deberá elevarlas al Tri-
bunal Disciplinario en el término fijado por el reglamento 
sumarial que corresponda. Recibido el expediente por el 
Cuerpo, el Presidente hará conocer a él o los imputados, 
la radicación del mismo mediante notificación personal o 
por alguno de los restantes medios previstos por la ley de 
procedimientos administrativos. 

 
Artículo 19°.- Dentro del término de cinco (5) días 

de su notificación, el imputado podrá:
a- Ejercer el derecho de recusar a cualquiera de 

los miembros del Tribunal, conforme lo establecido en el 
Capítulo precedente;

b-Efectuar todas aquellas observaciones formales 
sobre el trámite del sumario que puedan afectar el dere-
cho de defensa, indicando expresamente las medidas de 
prueba y/o diligencias que se hayan omitido;

c- Pedir la recepción de la documentación rela-
cionada con el sumario, cuya existencia no haya tenido 
conocimiento con anterioridad; d-Alegar hechos nuevos 
producidos con posterioridad al descargo, indicando las 
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pruebas que sean necesarias para acreditarlos. 
 
Artículo 37°.- El Tribunal Disciplinario actuará 

como instancia de apelación única, respecto de las san-
ciones de suspensión que excedan el período de diez 
(10) días. A tal fin, el sancionado interpondrá el recurso 
correspondiente dentro de los diez (10) días de notificado 
ante la autoridad que lo sancionó, por escrito y con los 
fundamentos del mismo, debiendo la autoridad verificar 
el cumplimiento del término, única causal para rechazar-
lo. En caso de ser presentado en debido tiempo, se ele-
varán las actuaciones al Tribunal Disciplinario, dentro de 
las veinticuatro (24) horas de su interposición. El Cuerpo 
tendrá las facultades del Artículo 21° de la presente Ley; 
cumplimentadas las cuales, se procederá de acuerdo al 
Artículo 23° y se dictará sentencia definitiva, de acuerdo 
a lo previsto en los Artículos 26°, 27°, 28°, 29° y 30° de 
esta norma legal.- 

 
CONVENIO COLECTIVO DE TRABAJO GENERAL 
PARA EL PERSONAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚ-
BLICA PROVINCIAL 

TITULO XII - Régimen Disciplinario 
Capítulo I – Tipo de Sanciones 

Articulo 147.- El trabajador comprendido en este 
Convenio no podrá ser privado de su empleo ni ser ob-
jeto de sanciones disciplinarias ni se podrá sancionar al 
trabajador dos (2) veces por la misma falta, sino por las 
causas, condiciones y procedimientos que este Conve-
nio determina, con excepción del apercibimiento y la sus-
pensión de hasta cinco (5) días, el resto de los mismos, 
requerirá el trámite de información sumaria. Las suspen-
siones correctivas, serán de cumplimiento efectivo, sin 
prestación de servicios y sin percepción de haberes, en 
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tanto que las suspensiones preventivas serán de cumpli-
miento efectivo, sin prestación de servicios y con percep-
ción de haberes. Se cumplimentaran en días corridos, a 
partir del primer día siguiente, al de su notificación, sea 
laborable o no. 

Artículo 148.- El trabajador será pasible de las fal-
tas o delitos que cometa, sin perjuicio de las responsabi-
lidades civiles y penales fijadas por las leyes respectivas, 
de las siguientes medidas disciplinarias: Clase de sancio-
nes. Correctivas:- Apercibimiento.- Suspensión de hasta 
treinta (30) días en los últimos doce (12) meses inmedia-
tos anteriores, contados a partir de la primera suspen-
sión. Expulsivas:- Cesantía.- Exoneración. 

Artículo 150.- Sanciones Expulsivas. Cesantía. 
Son causas para imponer cesantía: a) Inasistencias in-
justificadas que excedan de diez (10) días continuos o 
veinte (20) discontinuos en los doce (12) meses inmedia-
tos anteriores. b) Incurrir en nuevas infracciones que den 
lugar a suspensión cuando el inculpado haya acumulado, 
en Convenio Colectivo de Trabajo Para el Sector Públi-
co/ Provincia de Santa cruz Seccional Santa cruz 46 los 
doce (12) meses inmediatos anteriores, treinta (30) días 
de suspensión disciplinaria. c) Incumplimiento de los de-
beres establecidos en los artículos 47 y 48 del presente 
Convenio, cuando a juicio de la autoridad administrativa 
por la gravedad y/o reiteración de la falta así correspon-
diere. d) Abandono de servicio, el que se considerará 
consumado, cuando el trabajador registre más de cinco 
(5) inasistencias continuas, sin causa que lo justifiquen 
y fuera intimado previamente en forma fehaciente a re-
tomar sus tareas. e) Violación de las prohibiciones es-
pecificadas en este Convenio, salvo que la gravedad y/o 
reiteración de los hechos, amerite la aplicación de la cau-
sal de exoneración. f) Omisión sobre los impedimentos 
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establecidos en este Convenio, artículo 11. g) Calificación 
deficiente como resultado de evaluaciones que impliquen 
desempeño ineficaz durante tres (3) años consecutivos 
o cuatro (4) alternados en los últimos diez (10) años de 
servicio y haya contado con oportunidades de capacita-
ción suficientes y adecuadas para el desempeño de las 
tareas. 

 
Artículo 151.- Sanción Expulsiva: Exoneración. 

Son causas para imponer exoneración: a) Sentencia con-
denatoria firme por delito contra la Administración Pública 
Nacional, Provincial, Municipal o Empresas del Estado. b) 
Falta grave que perjudique material y/o moralmente a la 
Administración Pública. c) Incumplimiento u ocultamiento 
intencional de los impedimentos de este Convenio (artí-
culo 11), o de órdenes legales. d) Incumplimiento de las 
prohibiciones fijadas en el artículo 48 de este Convenio, 
cuando por la grave-dad y/o reiteración de las faltas así 
correspondiere. e) Imposición de pena principal o acce-
soria de inhabilitación absoluta o especial para la función 
pública. f) Delito doloso no referido a la Administración 
Pública. La exoneración conllevará necesariamente la 
baja en todos los cargos públicos que ejerciere el trabaja-
dor sancionado en el ámbito de la Administración Pública 
Provincial. 

 
Artículo 175.- Faltas sin Aviso e Injustificadas Con-

tinuas. Respecto a las faltas continuas, una vez cumpli-
da tres (3) inasistencias consecutivas sin justificación, se 
intimará al trabajador. Dicha intimación se hará median-
te carta documento o telegrama colacionado dirigido al 
último domicilio registrado en el legajo personal y/o ex-
cepcionalmente otro conocido por actuación del servicio 
de personal correspondiente y/o por requerimiento de 
autoridad no inferior a Director o equivalente, de quien 
depende el trabajador. Con relación a la graduación de la 
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sanción, se regirá por lo dispuesto en el artículo 164 del 
presente Capítulo. 

 
Artículo 176.- Cumplido el plazo de nueve (9) días 

continuos de inasistencias sin que medie presentación o 
justificación, corresponderá reiterar la intimación al traba-
jador para regularizar su situación laboral bajo apercibi-
miento que en caso de incurrir en una nueva inasistencia 
quedará incurso en la causal de cesantía por abandono 
de servicio. 

 
Artículo 177.- Si el trabajador incurriere en la déci-

ma (10) inasistencia injustificada se lo considerará com-
prendido en abandono de servicio. 

 
CAPITULO VI: DE LAS PRESCRIPCIONES 

Artículo 202.- Los plazos de prescripción para la 
aplicación de sanciones disciplinarias, se computarán de 
la siguiente forma: 

a) Las faltas susceptibles de ser sancionadas con 
penas correctivas, prescriben al año de cometida la falta. 

b) En caso de faltas susceptibles de ser sanciona-
das con penas expulsivas, prescriben después de haber 
transcurrido tres (3) años de cometida la falta que le se 
imputó. 

c) Las normas sobre la prescripción a las que alu-
den los incisos anteriores no serán aplicables a los casos 
de responsabilidad por los daños y perjuicios que se ha-
yan ocasionado al patrimonio de 

Estado, como consecuencia de la falta administra-
tiva acreditada.

d) En todos los casos, el plazo se contará a partir 
del momento de la comisión de falta. 
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IV - CASO PRÁCTICO DOCUMENTADO

En la presentación del tema se hizo referencia a los tipos de 
sanciones que la administración puede aplicar, según la entidad 
y/o gravedad del incumplimiento: correctivas (multa, apercibimien-
to) o expulsivas (cesantía / exoneración).

En el presente caso analizaremos el iter procesal de un ex-
pediente con recomendación de pedido de sanción expulsiva de 
Cesantía por abandono de servicio.

Como primer documento activador de la potestad sanciona-
toria, y su consecuente recorrido procesal se glosa informe que 
realiza la dirección de personal del órgano de origen (lugar don-
de cumple funciones el agente presuntamente infractor), en virtud 
del cual se da cuenta de la inconcurrencia al lugar de trabajo del 
encartado: tres (3) días consecutivos sin justificación ni aviso al-
gunos.

El sujeto no concurrió a trabajar el día LUNES, tampoco el 
MARTES y el MIÉRCOLES al verificarse que tampoco se presen-
tó, se informa el inicio del expediente y se remite la Carta Docu-
mento según lo normado en el C.C.T.

Artículo 175.- Faltas sin Aviso e Injustificadas Continuas. 
Respecto a las faltas continuas, una vez cumplida tres (3) ina-
sistencias consecutivas sin justificación, se intimará al trabajador. 
Dicha intimación se hará mediante carta documento o telegrama 
colacionado dirigido al último domicilio registrado en el legajo 
personal y/o excepcionalmente otro conocido por actuación del 
servicio de personal correspondiente y/o por requerimiento de au-
toridad no inferior a Director o equivalente, de quien depende el 
trabajador. Con relación a la graduación de la sanción, se regirá 
por lo dispuesto en el artículo 164 del presente Capítulo. 

En el expediente, es obligatorio e ineludible documentar las 
inasistencias, es decir que debe estar presente la planilla de re-
gistro de ingreso y egreso del Agente al lugar de trabajo, con la 
firma (documento) del encargado/jefe o director del sector que da 
fe sobre la falta. 
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En caso de que el agente, no concurra a trabajar el día JUE-
VES, se continúa con el registro de las inasistencias en el expe-
diente hasta llegar a la NOVENA INASISTENCIA SIN AVISO E 
INJUSTIFICADA, momento en el que se procede como reza el 
C.C.T. 

Artículo 176.- Cumplido el plazo de nueve (9) días conti-
nuos de inasistencias sin que medie presentación o justificación, 
corresponderá reiterar la intimación al trabajador para regularizar 
su situación laboral bajo apercibimiento que en caso de incurrir en 
una nueva inasistencia quedará incurso en la causal de cesantía 
por abandono de servicio. 

Artículo 177.- Si el trabajador incurriere en la décima (10) 
inasistencia injustificada se lo considerará comprendido en aban-
dono de servicio. 

 
Cumplimentado que fuera la carga de mandar la carta docu-

mento o notificación fehaciente al Trabajador, en el caso de que 
éste no concurra al día siguiente (día hábil administrativo), se re-
mite el expediente a la asesoría letrada del órgano a fin de que 
emita opinión sobre el contenido de los actuados y recomiende 
el temperamento a seguir, todo ello ajustándose a las directivas 
emanadas de la Fiscalía de Estado con respecto a la forma y con-
tenido de los dictámenes. 

Completo que fuera entonces el Expediente, pasa a la con-
fección del Acto Administrativo RESOLUCIÓN por medio de la 
cual se da intervención al Honorable Tribunal de Disciplina y en la 
que se recomienda la sanción expulsiva de CESANTÍA por ABAN-
DONO DE SERVICIO conforme: 

Art. 150.- Sanciones Expulsivas. Cesantía. Son causas para 
imponer cesantía: 

a) Inasistencias injustificadas que excedan de diez (10) días 
continuos o veinte (20) discontinuos en los doce (12) meses inme-
diatos anteriores. 
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Esta RESOLUCIÓN, debe ineludiblemente ser notificada fe-
hacientemente al Agente, esta notificación se realiza por medio 
de CÉDULA o Carta Documento en la que debe constar si o si la 
parte resolutiva del Acto Administrativo, o bien una copia certifi-
cada de la RESOLUCIÓN además de otorgarle el plazo para la 
vía recursiva antes de remitir lo actuado al H.T.D. LO QUE DEBE 
CONSTAR EN LA NOTIFICACIÓN. 

Terminado el plazo de la vía recursiva, se remite el expedien-
te al Tribunal Disciplinario junto con copia del legajo del agente.
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EJEMPLO DE FORMATO DE EXPEDIENTE 
“ABANDONO DE SERVICIO”
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